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Señor Presidente,
Señores Jueces,

I. HECHOS

En este asunto, que opone 19 sociedades
mineras de la cuenca del Ruhr y la asocia­
ción de venta que crearon en forma de
sociedad de responsabilidad limitada ale­
mana, por una parte, a la Alta Autoridad
de la Comunidad Europea del Carbón y del
Acero, por otra parte, asunto cuya fase oral
terminará con la lectura de mis conclusio­

nes, no se trata de apreciar hechos ni su
incidencia jurídica. Tampoco se trata de
juzgar sucesos concretos. El litigio trata de
un punto muy determinado del texto de un
acuerdo. Se trata de un acuerdo entre las

minas del carbón del Ruhr en materia de

venta en común y de las normas que hay
que seguir en este sector. Se trata de que el
Tribunal de Justicia examine si esta cláusu­

la precisa del régimen comercial presenta­
do para su autorización, al mismo tiempo
que el contrato de sociedad, es compatible
con las disposiciones del Tratado en mate­
ria de prácticas colusorias.

El texto del régimen comercial y el conte­
nido de la Decisión adoptada por la Alta
Autoridad a raíz de la solicitud de autori­

zación de las demandantes mencionadas en

el apartado 1 son conocidos por este Tribu­
nal desde la fase escrita. El Juez Ponente le

dio un resumen durante la fase oral. Los

representantes de las partes reprodujeron o
citaron cuanto les parecía esencial.

Sus explicaciones me permitirán limitarme
a una remisión general. Sin embargo, me
parece necesario subrayar que, para apre­
ciar la única cláusula cuya desestimación
impugnan las demandantes, no se puede
ignorar el contexto en el que debe
insertarse.

El contrato de sociedad y el régimen co­
mercial contienen acuerdos relativos a la

venta en común de combustibles
procedentes de las instalaciones de las 19 sociedades

mineras interesadas, las demandantes
mencionadas en el apartado 1, en el inte­
rior del mercado común. Es sabido que
hasta entonces casi todas las sociedades

mineras de la cuenca del Ruhr habían

cooperado en el seno de una organización
de venta en común. La creación de estas

tres asociaciones de venta independientes,
entre las cuales figura la demandante men­
cionada en el apartado 2, constituye por
consiguiente un compromiso entre la
organización de venta en común que agru­
pa a todas las sociedades mineras del Ruhr
-la antigua solución- y el sistema según el
cual cada una de las aproximadamente
cincuenta sociedades mineras de la cuenca

del Ruhr efectúa sus ventas por su propia
cuenta. La Alta Autoridad autorizó, en lo
esencial, los acuerdos relativos a la venta
en común que se celebraron con términos
idénticos y cada uno de los cuales agrupa
aproximadamente un tercio de las empresas
de la cuenca del Ruhr. Reconoció que esta
venta en común permitiría una mejor
distribución de los combustibles, teniendo
en cuenta las circunstancias propias de las
minas de carbón, y que era a la vez necesa­
ria y suficiente para garantizar la rentabili-
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dad de las ventas, el equilibrio del empleo
y la regularidad del abastecimiento. En la
medida en que este objetivo lo exigía,
autorizó también algunos órganos comunes
a las tres asociaciones de venta del carbón

del Ruhr o reconoció que no era necesaria
una autorización para su creación. Sin
embargo, no se autorizaron acuerdos más
restrictivos de lo que exigía dicho objeto y
proveyó los acuerdos autorizados de algu­
nas limitaciones y condiciones destinadas
especialmente a garantizar la independen­
cia de las tres asociaciones de venta y a
permitirles proseguir su propia política de
producción y de venta.

Desde esta perspectiva hay que considerar
la negativa a autorizar uno de los criterios
que las demandantes impusieron como
condición para permitir las compras direc­
tas en la asociación de venta, es decir para
la obtención de la calidad de primer mayo­
rista.

II. PRETENSIONES Y ADMISIBILIDAD DEL

RECURSO

1. El recurso está dirigido contra la nega­
tiva a autorizar esta condición prevista en
el régimen comercial. La autorización
solicitada se denegó en el artículo 8 de la
Decisión n° 5/56 de la Alta Autoridad, de

15 de febrero de 1956, y el recurso solicita
la anulación de dicho artículo.

La Alta Autoridad, parte demandada, no
planteó ninguna objeción durante la fase
escrita contra la forma o la admisibilidad

del recurso, pero solicita que se desestime
por infundado.

El Abogado de la Alta Autoridad, a decir
verdad, planteó durante la fase oral la

cuestión de saber si se puede admitir que se
impugne un único artículo de una Decisión
que regula una situación de hecho indivisi­
ble; estimó que si el Tribunal de Justicia
pronunciara en el caso de autos la anula­
ción, sustituiría en la práctica a la Alta
Autoridad para conceder la autorización
solicitada. Expuso que el objeto del recurso
podría interpretarse diferentemente y ex­
tenderse al conjunto de la Decisión.

Sin embargo, semejante interpretación no
trataría como se merece al objeto del recur­
so. El Tribunal de Justicia sólo debe pro­
nunciarse sobre si la negativa a autorizar la
cláusula controvertidavicia sustancialmen­

te la forma o infringe las disposiciones del
Tratado. Nada de la tesis de las demandan­

tes indica que también quieran impugnar
otros artículos de la Decisión. La demanda­

da tampoco demostró que la negativa de
aprobar la cláusula fuera una condición
para todas las demás autorizaciones dadas
con dicha Decisión. Por consiguiente, para
apreciar el litigio, hay que partir del hecho
de que los demás elementos de la Decisión
fueron aceptados por las demandantes. Esta
limitación del objeto del recurso es lícita. A
pesar de la redacción del artículo 4 de la
Decisión n° 5/56, la anulación de su artícu­
lo 8 no implicaría necesariamente la con­
cesión de la autorización. Por el contrario,
de conformidad con el artículo 34 del

Tratado, la Alta Autoridad también podría
verse obligada, según la redacción de los
motivos de la sentencia, a proceder a un
nuevo examen, a subsanar las omisiones de
forma o incluso a modificar el artículo

anulado.

2. El examen de oficio de la admisibili­

dad condujo a los resultados siguientes: la
Decisión parcialmente impugnada se
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notificó a las demandantes el 22 de febrero

de 1956; el recurso se interpuso el 25 de
marzo de 1956, por consiguiente con la
suficiente antelación según las disposicio­
nes del párrafo tercero del artículo 33 del
Tratado, en relación con el artículo 85 del
Reglamento del Tribunal de Justicia.

Las demandantes son, por una parte, las 19
sociedades mineras firmantes del acuerdo,

que son por consiguiente empresas del
carbón, contempladas individualmente por
la Decisión y que en consecuencia tienen
derecho a interponer un recurso y, por otra
parte, la asociación de venta «Geitling»
creada por el acuerdo de las 19 empresas.
En varias ocasiones, la Decisión impone a
esta asociación limitaciones, condiciones y
obligaciones; después de su creación, que
hay que considerar como definitiva a falta
de indicios en contrario, debe llevar a cabo

por cuenta de las empresas participantes
todas las tareas que resultan de la venta en
común para estas 19 empresas. Se trata de
una empresa de distribución que, según el
artículo 80 del Tratado, también tiene

derecho a interponer un recurso basado en
el artículo 65 del Tratado.

3. Al prohibir la aplicación de la cláusula
controvertida, el artículo 8 de la Decisión
n° 5/56 impone una obligación de no hacer:
constituye por consiguiente una Decisión
en el sentido del artículo 33 del Tratado.

La anulación eventual del artículo 8 podría
tener como efecto que la Alta Autoridad se
viera obligada a autorizar la cláusula con­
trovertida. A este respecto, se puede consi­
derar que el recurso invoca también la
obligación que tiene la Alta Autoridad de
adoptar una Decisión (caso del párrafo

primero del artículo 35) que conceda la
autorización solicitada.

Se trata en cualquier caso de una Decisión
individual que afecta a las demandantes;
por consiguiente, estas últimas pueden
invocar todos los motivos del párrafo pri­
mero del artículo 33.

4. Por consiguiente, ha lugar a admitir el
recurso.

Se basa en los motivos de vicios sustancia­

les de forma, violación del Tratado e in­
cumplimiento patente de sus disposiciones.

III. VICIOS SUSTANCIALES DE FORMA

1. Las demandantes ven vicios sustancia­

les de forma en la insuficiencia de motivos

del artículo 8 de la Decisión n° 5/56. En su

opinión, el motivo según el cual la cláusula
no es necesaria para establecer una norma
para determinado volumen de actividad del
negocio también habría podido invocarse
para prohibir los demás criterios, con
excepción de uno solo que es suficiente
para establecer semejante norma. Las
demandantes alegan a continuación que los
motivos no señalan ninguna comprobación
de hecho que demuestre que la cláusula
restringe la competencia y es incompatible
con el apartado 2 del artículo 65.

La Alta Autoridad responde que, para
apreciar si su Decisión está suficientemente
motivada, hay que partir de su propia
concepción jurídica; indicó dicha concep­
ción en los motivos y, sobre dicha base,
motivó suficientemente su Decisión incluso

de hecho.
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2. Procede subrayar dos cuestiones para
apreciar este motivo.

Por una parte, sólo se trata de uno de los 14
artículos de la Decisión de autorización; no
fue posible motivar separadamente y de
manera independiente este artículo; por el
contrario, hay que tener en cuenta todos los
elementos de los motivos de la Decisión

que forman un todo coherente y que afectan
también al artículo controvertido. Teniendo

en cuenta la extensión del texto del acuer­

do, incluido el régimen comercial, sería
exagerar de manera abusiva la obligación
que tiene la Alta Autoridad de motivar sus
Decisiones si se exigiera de ella que reno­
vara de manera exhaustiva la exposición de
su punto de vista general para cada limita­
ción o negativa de autorización.

Por otra parte, el control del cumplimiento
de los requisitos de forma no debe exten­
derse al examen de la cuestión de fondo. El

Tribunal de Justicia tuvo ocasión de consi­

derar que no es necesario refutar en la
motivación de una Decisión las opiniones
contrarias expresadas, pero que los motivos
deben contener los elementos esenciales de

las comprobaciones de hecho, de las que
depende la justificación legal de la Deci­
sión (en este sentido, las sentencias 4/54 y
6/54). No basta, por consiguiente, con que
los motivos reproduzcan el texto del Trata­
do; debe delimitarse por el contrario de
manera suficiente los hechos concretos a

los que la Alta Autoridad aplicó las corres­
pondientes disposiciones del Tratado.

Estas exigencias son necesarias, pero tam­
bién suficientes para que se alcance el
objeto de la obligación de motivar: los
interesados deben saber a qué circunstan­
cias concretas aplicó la Alta Autoridad las

disposiciones del Tratado en las que basa
su Decisión; en caso de litigio, el Tribunal
de Justicia controla si estos hechos se com­

probaron de manera exacta y si justifican la
aplicación de las disposiciones referidas.

3. Como ya dije al principio, el presente
litigio no tiene por objeto la apreciación de
sucesos concretos. Se trata de controlar la

legalidad de una parte del régimen comer­
cial, a saber, las disposiciones relativas a la
admisión en calidad de primer comerciante
al por mayor en la asociación de venta. Los
elementos decisivos de estas disposiciones
se citan en los motivos de la Decisión (DO
1956, 6, p. 33). Antes de examinar sus
fundamentos de Derecho, la Alta Autoridad
extrajo además conclusiones de hecho. La
primera afecta a todos los criterios y, por
consiguiente, también a la cláusula contro­
vertida.

Al fijar las condiciones necesarias para el
abastecimiento directo, el acuerdo niega a
todos los comerciantes que no reúnen estas
condiciones la posibilidad de abastecerse
en la asociación de venta (página 33, parte
superior de la columna izquierda; DO
1956, 6). Al sacar esta conclusión evidente,
que las demandantes tampoco discuten, y
teniendo en cuenta el reparto en zonas de
venta, tal como resulta del régimen comer­
cial, y la fijación de tonelajes límite, la Alta
Autoridad definió claramente los elementos

de hecho en los que ve un reparto de
clientes y de mercados en el sentido de la letra
d) del artículo 4 y del apartado 1 del artícu­
lo 65 (véanse en este sentido los motivos;
DO 1956, 6, p. 33, parte inferior de la
columna izquierda). Cuando las deman­
dantes reclaman además que se indiquen
todas las repercusiones que tendría dicho
régimen en materia de restricción de la
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competencia, van, en mi opinión, demasia­
do lejos, considerando la evidencia de los
hechos. Pero sobre todo, y todavía menos
que para el contenido del mismo régimen
comercial, no se trataría en absoluto de
comprobaciones de hecho, sino de la previ­
sión de las consecuencias de una normativa

general de carácter económico, previsiones
estrechamente vinculadas a la apreciación
de derecho. Por todas estas razones, habrá

que esperar al examen sobre el fondo para
determinar si las comprobaciones de hecho
señaladas justificaban la consecuencia que
se sacó en derecho, si eran incompletas o si
podían haberse precisado en el curso del
proceso.

Se llega así al resultado de que la restric­
ción de la competencia resultante de las
condiciones de admisión al abastecimiento

directo, entre las que figura la cláusula
controvertida, motiva suficientemente la
aplicación del apartado 1 del artículo 65
del Tratado.

La segunda deducción de hecho que la Alta
Autoridad saca del contenido del régimen
comercial sólo afecta a la cláusula contro­

vertida y no al resto de los criterios relati­
vos a las compras directas. Después de
haber comprobado que los demás criterios
responden a las condiciones del apartado 2
del artículo 65, la Alta Autoridad continúa
diciendo (DO 1956, 6, p. 34, parte inferior
de la columna izquierda y parte superior de
la columna derecha):

«[...] Considerando que la cláusula contro­
vertida [...] tiene como consecuencia que el
comerciante -para asegurarse la ventaja de
la compra directa- comprará preferente­
mente, hasta el total de este volumen de
25.000 t/año, combustibles de las otras dos

asociaciones de venta del carbón del Ruhr

y, por ello, aplazará la compra de combus­
tibles a los productores de otras cuencas».

La Alta Autoridad ve la particularidad del
criterio controvertido, con relación a las
demás condiciones autorizadas, en el hecho
de que conduce a dar preferencia a las otras
asociaciones de venta del carbón del Ruhr

sobre el resto de los productores de la
Comunidad. Este motivo pone claramente
de manifiesto que el punto de vista deter­
minante fue que la cláusula controvertida
permitía que se tuvieran en cuenta las
compras efectuadas a otras asociaciones:
las demás cláusulas sólo hablan de un

volumen determinado de compras en el
conjunto de cuencas de la Comunidad o en
las demandantes, pero no en otras asocia­
ciones determinadas. No puedo pues com­
prender a las demandantes cuando mantie­
nen que los motivos indicados también
habrían podido utilizarse para prohibir
cualquier otra cláusula. Esperaré al examen
de la cuestión de fondo para examinar si la
Alta Autoridad apreció correctamente en
derecho esta situación de hecho y, especial­
mente, si tuvo razón al recurrir a la prohi­
bición de discriminaciones de la letra b) del
artículo 4 a la que se remite.

4. En definitiva, parece que los motivos
en que se basa el artículo 8 de la Decisión
n° 5/56 se deducen suficientemente de la

motivación global de dicha Decisión. Y
ello vale tanto para las circunstancias que
condujeron a aplicar la prohibición de
principio de las restricciones de competen­
cia, dictada por el apartado 1 del artículo
65, como para las que, más en particular,
condujeron a decidir que el apartado 2 del
artículo 65 impedía que se autorizara la
cláusula controvertida.
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Añadiré que un estudio atento del conjunto
de los motivos únicamente permite com­
probar que se redactaron con especial
detalle y cuidado.

IV. RELACIÓN ENTRE EL ARTÍCULO 65 Y
LA LETRA B) DEL ARTÍCULO 4

1. Se invocaron varios motivos de infrac­

ción en apoyo del motivo de violación del
Tratado. Las demandantes estiman que la
cláusula controvertida no va en contra de la

prohibición de las discriminaciones de la
letra b) del artículo 4 ni de la prohibición
de prácticas colusorias del artículo 65. Este
orden se conserva en todos los autos, aun­

que las demandantes mantienen, de ante­
mano, que el principio de la prohibición de
las discriminaciones es totalmente ajeno al
procedimiento de autorización contempla­
do en el artículo 65. Así está planteada la
cuestión de principio de la relación
existente entre el artículo 65 y la letra b) del ar­
tículo 4. Esta relación puede tener impor­
tancia para el orden en que deben exami­
narse las cuestiones: según las demandan­
tes, incluso podría hacer superfluo el exa­
men desde el punto de vista de la discrimi­
nación.

Por consiguiente, hay que examinar en
primer lugar esta cuestión, ya que lo exige
el caso de autos.

2. Las demandantes estiman que el ar­
tículo 65 constituye, con relación con el
artículo 4, una lex specialis: a su juicio,
abstracción hecha de la disposición particu­
lar del artículo 12 del Convenio relativo a

las disposiciones transitorias, el apartado 2
del artículo 65 enumera de manera limitati­

va los motivos de denegación, de manera

que el artículo 4 no tiene, por sí mismo,
ninguna significación particular. Las de­
mandantes alegan por una parte que los
acuerdos que implican una discriminación
no se pueden autorizar según la letra b) del
apartado 2 del artículo 65, porque siempre
tienen carácter más restrictivo de lo que
exige su objeto realmente justificado y que,
a la inversa, un régimen que reúna las
condiciones del apartado 2 del artículo 65
no constituye una infracción del artículo 4.
Por otra parte, sin embargo, afirman que
las prácticas discriminatorias están con­
templadas en el apartado 1 del artículo 65
y que, por consiguiente, pueden autorizarse
en las condiciones del apartado 2.

La demandada parece compartir este punto
de vista en el sentido de que también ella
admite que una discriminación no es esen­
cial para un acuerdo que implique una
restricción de la competencia, que, en sí
misma considerada, sea lícita, y que esta
discriminación atribuye a dicho acuerdo un
carácter más restrictivo de lo que exige su
objeto. Deduce de ello que, cuando se
procede al examen previsto en el apartado
2 del articulo 65, hay que examinar siem­
pre, directa o indirectamente, si el acuerdo
implica una discriminación. Poco importa,
por consiguiente, que la Alta Autoridad
sólo se apoye en el apartado 2 o que ade­
más se remita expresamente a la letra b)
del artículo 4. Como ha hecho lo uno y lo
otro en la Decisión impugnada, la cuestión
planteada por las demandantes no tiene
importancia.

3. Una ojeada a las obras escritas sobre
las prácticas colusorias demuestra que se
trata constantemente de las relaciones entre

discriminación y prácticas colusorias. Las
prácticas colusorias afirman especialmente
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que algunas discriminaciones son inevita­
bles para llegar al objetivo que puede ser
autorizado; por su parte, las autoridades
responsables parten del punto de vista de la
discriminación para prohibir las prácticas
colusorias. Renuncio a citar esta vasta

literatura, porque sólo puedo hacerlo de
manera arbitraria e incompleta.

Deseo mencionar únicamente el informe de

1955 de la Comisión británica de monopo­
lios, que trata especialmente de las discri­
minaciones colectivas.

Me extralimitaría en el objeto de la misión
que se me ha encomendado en el presente
litigio si quisiera adoptar aquí una posición
de principio sobre estas cuestiones. Incluso
si nos limitamos al Derecho de la Comuni­

dad, en el que hay que considerar los con­
ceptos de discriminación y de restricción de
la competencia a la luz del Tratado y en el
que hay que estudiar y tomar en considera­
ción las condiciones propias a las indus­
trias de base puestas así en común, es
imposible tratar a fondo este problema en
el marco de unas conclusiones expuestas en
el curso de un litigio. Sólo puede tratarse,
sin pretender ser completo, de destacar
algunos puntos de vista generales y de
plantear después el problema en unos
términos que permitan zanjar el caso de
autos.

4. La primera tesis que se puede exponer
es la siguiente: no toda restricción de la
competencia en el sentido del artículo 65 es
necesariamente una discriminación prohi­
bida por la letra b) del artículo 4.

La venta en común efectuada por cuenta de
varias empresas de producción nos propor­
ciona un ejemplo: es verdad que restringe

la competencia y que, por consiguiente,
debe autorizarse previamente según el
apartado 2 del artículo 65; pero es perfecta­
mente posible organizar esta venta en
común de tal manera que no presente nin­
gún carácter de discriminación.

De esta propuesta se puede sacar la conclu­
sión siguiente para el problema que nos
interesa:

Aunque el examen de un acuerdo que
establezca una práctica colusoria ponga de
manifiesto que no es contrario a la prohibi­
ción de la letra b) del artículo 4, hay que
examinar además si se reúnen las condicio­

nes del apartado 2 del artículo 65.

5. ¿Juega también la recíproca?, es decir,
¿se puede afirmar lo que sigue?:

No toda discriminación que, considerada
en sí misma, esté prohibida por la letra b)
del artículo 4 constituye por ello al mismo
tiempo una restricción de la competencia,
ilegal según el artículo 65.

Hay que distinguir aquí. Pueden existir en
efecto prácticas discriminatorias que no
tengan influencia apreciable en la compe­
tencia. Tal será el caso, como norma gene­
ral, si dichas discriminaciones proceden de
empresas que no tienen en sí mismas nin­
guna influencia importante en la competen­
cia. En cambio, las prácticas colusorias y
empresas que tengan una posición domi­
nante en el mercado también podrán res­
tringir la competencia mediante discrimi­
naciones.

De cualquier forma, se impone la conclu­
sión de que no basta con que un examen
independiente, efectuado según lo dispues-
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to en la letra b) del artículo 4, ponga de
manifiesto una discriminación para poder
afirmar que hay una restricción de la com­
petencia incompatible con el apañado 2 del
artículo 65.

6. Las dos consideraciones que acaban de
exponerse llevan a la conclusión de que en
ningún caso se puede dispensar de proceder
al examen previsto en el apartado 2 del
artículo 65; es, por consiguiente, con un
examen semejante que debe comenzar el
procedimiento de autorización. Es además
dudoso que sea posible un examen
separado.

El Tribunal de Justicia consideró ya (cito la
sentencia 1/54) que:

«Los artículos 2, 3 y 4 del Tratado [...]
constituyen disposiciones fundamentales
que establecen el mercado común y los
objetivos [...] de la Comunidad. Su impor­
tancia se deduce claramente del artículo 95.

Al autorizar a la Alta Autoridad a definir

las prácticas prohibidas, el Tratado la
obliga a tener en cuenta todos los objetivos
prescritos por los artículos 2, 3 y 4.» 1

El Tribunal de Justicia se remitió a esta

jurisprudencia en la sentencia 7/54 y 9/54
y reconoció además que:

«cuando las disposiciones del artículo 4 se
contemplan, se recogen o se regulan en
otras partes del Tratado, los textos [...]
deberán considerarse en su conjunto y
aplicarse simultáneamente».

En mis conclusiones en este asunto indiqué
que la prohibición de discriminaciones rige
«de conformidad con las disposiciones de
este Tratado». Es posible, según expliqué,
que las prohibiciones de discriminación y
de práctica colusoria coincidan parcialmen­
te, por consiguiente ambas disposiciones
pueden encontrarse en competencia ideal.
Me inclino pues a pensar que, en el proce­
dimiento de autorización previsto en el
artículo 65, hay que partir de las disposi­
ciones de este articulo teniendo en cuenta

al mismo tiempo la letra b) del artículo 4 y
remitiéndose a ésta misma para interpretar
el apartado 2 del artículo 65, pero, por otra
parte, considerada en sí misma, la prohibi­
ción de discriminaciones no constituye un
motivo particular de denegación en virtud
de lo dispuesto en el apartado 2 del artícu­
lo 65.

7. En cierta manera, parece que la Alta
Autoridad también comparte esta concep­
ción, tal como se deduce de algunos puntos
de sus motivos.

La Alta Autoridad reconoció que el régi­
men comercial contiene un reparto de
clientes y de mercados y que, por consi­
guiente, va en contra no únicamente del
apartado 1 del artículo 65, sino también de
la letra d) del artículo 4, que es otra dispo­
sición fundamental; pero, a pesar de este
ataque a la prohibición de principio previs­
ta en el artículo 4, autorizó lo esencial del
régimen comercial.

En segundo lugar, la Alta Autoridad reco­
noció que la autorización de venta en co­
mún otorga a las sociedades mineras parti­
cipantes una influencia considerable en el
mercado, lo que permite, a su vez, aplicar
prácticas contrarias a las prescripciones de

1 Rec. 1954-1955, pp. 7 y ss., especialmente
p. 23, II, 1° a).
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las letras b) y d) del artículo 4, especial­
mente en lo que se refiere a la prohibición
de discriminaciones y al reparto del merca­
do (DO 1956, 6, p. 32, columna de la dere­
cha). Esta posibilidad de practicar discri­
minaciones, que no se derivan del conteni­
do mismo del régimen presentado para su
aprobación, no ha implicado la prohibición
de la venta en común, sino simplemente
una prevención contra algunas modalida­
des prácticas de aplicación de dicho régi­
men que la Alta Autoridad consideraría
discriminatorias.

8. El examen anterior pone de manifiesto
que era necesario en el caso de autos exa­
minar si se reunían las condiciones del

apartado 2 del artículo 65. Este examen
demostrará en qué medida hay que tener en
cuenta, en el mismo momento en que se
efectúa, el punto de vista de la discrimina­
ción y si es posible o necesario proceder
después a un examen separado de la discri­
minación. Las consideraciones generales
anteriores relativas a la relación existente

entre ambas prohibiciones se verán así
confirmadas o completadas en la medida
querida en el caso de autos.

V. RESTRICCIONES DE LA COMPETENCIA

EN EL SENTIDO DEL APARTADO 1 DEL

ARTÍCULO 65

1. Antes de poder examinar si la cláusula
controvertida reúne las condiciones del

apartado 2 y si por consiguiente debe auto­
rizarse, en primer lugar hay que establecer
y demostrar en qué aspectos, la cláusula
impide, restringe o falsea, directa o indirec­
tamente, el juego normal de la competencia
en el sentido del apartado 1.

A decir verdad, las demandantes no alega­
ron hasta la réplica que la cláusula no

autorizada no establece absolutamente

ninguna restricción de la competencia y
que, por consiguiente, no tiene necesidad
de ser autorizada. Si se ve en ello un nuevo

motivo independiente invocado en apoyo
del recurso, no se puede declarar su admisi­
bilidad según la disposición expresa del
artículo 22 del Estatuto del Tribunal de

Justicia. Sin embargo, esta causa de inad­
misión sólo tiene en el caso de autos un

significado puramente formal. En efecto, la
comprobación de que la cláusula establece
una restricción de la competencia en el
sentido del apartado 1 es una condición
necesaria para que se pueda examinar si la
restricción de la competencia en el sentido
del apartado 1 es una condición necesaria
para que se pueda examinar si la restric­
ción, una vez comprobada, debía autorizar­
se de conformidad con el apartado 2. Se
puede estimar además que, teniendo en
cuenta la estrecha relación material, no hay
en ello un nuevo motivo, sino únicamente
el desarrollo y la ampliación de un motivo
ya planteado en la demanda. En ésta, las
demandantes alegaron que la cláusula no
tiene carácter más restrictivo de lo que
exige el objeto del régimen comercial.
Después de que la demandada precisara los
elementos que constituyen, en su opinión,
la restricción de la competencia, las de­
mandantes ampliaron su tesis al afirmar
que estas supuestas restricciones de la
competencia no hacían al caso en absoluto.

Por consiguiente, es de todas formas nece­
sario proceder a un examen de fondo.

2. En los motivos de su Decisión, la Alta

Autoridad reprodujo la parte en cuestión
del régimen comercial y declaró después
(cito):
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«Considerando que dichos acuerdos impli­
can, en el sentido de la letra d) del artículo
4 y del artículo 65 del Tratado, un reparto
de los compradores y del mercado».

La Alta Autoridad expuso en su escrito de
contestación que la cláusula controvertida
constituía un elemento de un acuerdo que
tenía por efecto repartir el mercado y los
clientes. Además, la cláusula restringe la
competencia a la admisión entre las tres
asociaciones de venta; dado que en efecto
estas tres asociaciones aplican el mismo
régimen, constituyen por ello una unidad
económica (véase la p. 38 del escrito de
contestación). Cuando el comerciante
alcanza la cifra de 12.500 toneladas de

compras en la asociación en la que quiere
ser admitido como primer mayorista, el
efecto de la cláusula es suprimir el interés
que este comerciante tendría en comprar a
dicha asociación 12.500 toneladas suple­
mentarias, es decir, en alcanzar un total de
25.000 toneladas. Por último, la cláusula

implica una diferenciación injustificada en
la situación competitiva de los comercian­
tes, puesto que sólo podrían cumplir los
requisitos de la cláusula en mayor o menor
medida según la zona de venta; concreta­
mente, en la práctica la cláusula no tiene
importancia alguna para los comerciantes
alemanes, mientras que tiene importancia
decisiva para los comerciantes de los de­
más países de la Comunidad.

Las demandantes responden mediante dos
alegaciones:

a) No hay reparto de los clientes que
pueda restringir la competencia, puesto que
se admiten unos 400 mayoristas y además
la cláusula de revisión del número 4 del

artículo 9 de la Decisión n° 5/56 impide

que se establezcan restricciones a la
competencia.

b) De hecho, sin la cláusula, no habría
competencia entre las tres asociaciones de
venta porque, con o sin ella, para tener la
calificación de mayorista, poco importa a
cual de las tres asociaciones de venta del

carbón del Ruhr se compra la cantidad que
excede de 12.500 toneladas. La cláusula ni

quiere ni puede influir el mercado, quiere
garantizar únicamente una cualificación
suficiente para ser admitido como ma­
yorista.

3. Si se toman literalmente las alegacio­
nes de las demandantes y si se las interpre­
ta en el sentido de que la cláusula no cae
bajo los efectos del artículo 65, no es nece­
sario dedicarse a un largo examen para
refutar esta concepción.

Se pueden reconocer, por decirlo así, varios
grados de restricciones de la competencia
en el conjunto de los acuerdos de los que
trata la Decisión n° 5/56. En primer lugar,
el acuerdo de 19 empresas relativo a la
venta en común entra ya en la prohibición
de principio muy general del apartado 1,
teniendo en cuenta que restringe especial­
mente la competencia mutua existente
entre las diferentes empresas agrupadas.
No es necesario que un acuerdo relativo a
la venta en común establezca también una

delimitación de los primeros mayoristas;
existe pues una restricción suplementaria,
que se deduce de la admisión de determina­
dos comerciantes y de la exclusión de otros
y que puede limitar la competencia entre
comerciantes. Con respecto al apartado 1,
poco importa pues el número de mayoristas
admitidos. Tampoco la cláusula de revisión
del número 4 del artículo 9 de la Decisión
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n° 5/56 afecta a la prohibición de principio
del apartado 1 del artículo 65 del Tratado,
únicamente debe permitir que la restricción
existente no supere la medida admitida por
el apartado 2 (véanse los motivos de la
Decisión; DO 1956, 6, p. 34, columna
izquierda en el medio, donde también se
tiene en cuenta, en el ámbito del apartado
2, el número de mayoristas cuya actividad
es posible prever en las diferentes zonas de
venta y el efecto de la cláusula de revisión).

Teniendo en cuenta que la cláusula contro­
vertida es un elemento del régimen comer­
cial que se refiere a la delimitación de la
categoría de mayoristas admitidos a abaste­
cerse directamente, las anteriores conside­

raciones bastan para demostrar que tam­
bién esta cláusula entra en la prohibición
de principio del apartado 1 y que, por
consiguiente, está sujeta a autorización.

4. Para demostrarlo, tampoco es necesario
examinar cuáles son las restricciones parti­
culares de la competencia que se derivan de
esta cláusula. Sin embargo, parece indicado
examinar ahora en qué aspecto particular
la cláusula afecta a la competencia, ya que
las demás restricciones de la competencia,
derivadas de la venta en común y del régi­
men comercial, fundamentalmente han
sido autorizadas, a diferencia de la cláusula
controvertida.

Esto prepara el examen previsto en el
apartado 2, que deberá tratar sobre todo de
saber si la restricción de competencia parti­
cular suplementaria, cuya existencia se ha
comprobado, supera la medida permitida.
Se podrá ver también en esta alegación de
las demandantes la afirmación de que la
cláusula controvertida no tiene como efecto

establecer restricciones de competencia

particulares que superen las que se han
autorizado, tal es también el sentido de la

concepción de las demandantes, según la
cual no se ve por qué razón no se ha apro­
bado la cláusula controvertida, a diferencia
de las demás.

El Agente de las demandantes reconoció
durante la vista que el régimen comercial,
considerado en su conjunto, estaba sujeto a
autorización; únicamente impugnó que la
cláusula contribuyera a restringir la compe­
tencia o incluso a agravarla.

5. Al examinar si los motivos de la Deci­

sión n° 5/56 eran suficientes, cité ya la
parte de los motivos que se refiere exclusi­
vamente a la cláusula controvertida y no a
los demás criterios establecidos para las
compras directas. Se trata de la concesión
de una preferencia, resultante del juego de
esta cláusula, a las dos asociaciones de
venta del carbón del Ruhr en contra del

resto de los productores de la Comunidad,
y de la imputación a este volumen de
25.000 toneladas de las compras hechas a
algunas asociaciones distintas de «Geit­
ling». Además, al examinar el motivo de
vicios sustanciales de forma, ya expuse que
esta deducción, sacada del contenido de la
cláusula, depende menos de una compro­
bación de hecho que de la apreciación
económica de las consecuencias previsibles
de una normativa general, ya que está
estrechamente vinculada a la apreciación
jurídica de la cláusula. Por consiguiente,
precisar y desarrollar esta apreciación
durante el proceso no constituye una susti­
tución de motivos. Independientemente de
la exposición de las partes, el Tribunal de
Justicia puede, por el contrario, examinar
cuáles son las restricciones particulares de
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la competencia que se derivan de la cláusu­
la controvertida.

Durante la vista y al tratar el alcance de las
facultades de control asignadas al Tribunal
de Justicia, las mismas demandantes subra­

yaron que el hecho de decidir si existe una
discriminación o una restricción de la

competencia no tiene nada que ver con los
hechos económicos, sino que depende de la
interpretación del Tratado, por consiguien­
te, el Tribunal de Justicia es plenamente
competente para examinar esta cuestión.
Pero, en estas circunstancias, también debe
ser posible que el Tribunal de Justicia
aprecie con toda independencia los efectos
de la cláusula, sin estar vinculado por las
alegaciones de la Alta Autoridad, conteni­
das en su Decisión o que sólo se expusieron
por primera vez en el proceso; sólo después
podrá decidir el Tribunal con exactitud si
la cláusula tiene como efecto agravar el
carácter restrictivo del régimen comercial.
Por otra parte, debe tratarse de alegaciones
en el sentido estricto de la palabra o, más
exactamente, de deducciones de hecho o de

Derecho que se puedan sacar directamente
del texto del régimen comercial, sin que
haga falta proceder a un nuevo análisis de
los hechos.

6. Para examinar la cuestión planteada,
hay que precisar el contenido de la cláusu­
la. A este respecto, hay que considerar dos
extremos:

a) Primeramente, la cláusula no se prohi­
bió debido al volumen exigido de
25.000 toneladas. Las demandantes subra­

yan con razón que la Decisión no tiene en
cuenta tales consideraciones. A tal efecto,
en el ámbito del examen previsto en el
apartado 2, habría sido necesario establecer

cuál era de hecho el número de comercian­

tes admitidos; aquí también tendría sentido
la alegación de las demandantes, según la
cual la cláusula de revisión habría impedi­
do una reducción excesiva del número de

comerciantes admitidos. Pero si bien el

volumen de las compras no jugó un papel
determinante en la prohibición, tampoco
podría tenerse en cuenta la restricción
suplementaria como consecuencia de que el
volumen exigido se ampliara de 12.500 a
25.000 toneladas.

b) En segundo lugar, la cláusula no obli­
ga a abastecerse en las otras dos asociacio­
nes de venta del carbón del Ruhr. Por el

contrario, el comerciante cumple con las
exigencias de la cláusula incluso en el caso
de que compre la totalidad de estas
25.000 toneladas a «Geitling».

Posteriormente volveré sobre estos dos

extremos por otro motivo. En cuanto a la
restricción de la competencia, que exami­
naré en este momento, basta con señalar lo

siguiente:

No se puede pretender que, al exigir un
volumen de 25.000 toneladas en lugar de
12.500, la cláusula implique una restric­
ción suplementaria de la competencia,
puesto que la prohibición no se basa en este
aspecto. Tampoco se puede pretender que
la restricción se deriva de la supuesta
obligación de abastecerse en otras asocia­
ciones determinadas puesto que esta obli­
gación no existe según el contenido de la
cláusula.

En la cláusula sólo queda un elemento que
pueda provocar una restricción particular
de la competencia, a saber la posibilidad
que deja al comerciante de tener en cuenta
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sus compras en las otras asociaciones hasta
determinado tonelaje.

7. Sobre esta base es conveniente exami­

nar ahora si la cláusula tiene como efecto

restringir la competencia y de qué manera.

Estos efectos podrían producirse, por lo que
respecta a los comerciantes, en las relacio­
nes entre los productores del Ruhr y los
demás productores de la Comunidad, por
último en las relaciones mutuas entre las

tres asociaciones.

a) La cláusula proporciona una restric­
ción suplementaria a la competencia entre
los comerciantes que desean ser aceptados
como mayoristas por «Geitling», pero
únicamente debido al volumen exigido.
Mientras que según las demás condiciones,
bastaban 12.500 toneladas, ahora hacen
falta 25.000 toneladas. Esta agravación de
las condiciones impuestas a los
comerciantes se suaviza, a la inversa, por el hecho de
que no es necesario que las 25.000 tone­
ladas procedan de «Geitling» y que la
mitad puede comprarse a los otras dos
asociaciones.

La posibilidad de tener en cuenta dicho
volumen -único elemento particular de la
cláusula que puedo considerar aquí- no
constituye, por consiguiente, para los co­
merciantes una nueva restricción, tiene por
el contrario como efecto atenuar una res­

tricción que es la consecuencia misma del
aumento anterior del tonelaje límite.

b) No parece que la cláusula afecte a la
competencia entre los productores del Ruhr
en general y el resto de los productores de
la Comunidad. Teniendo en cuenta que a
este respecto debe considerarse de todas

maneras que los productores del Ruhr
forman un grupo único, la posibilidad de
tener en cuenta las compras efectuadas en
las tres asociaciones no puede modificar
estas relaciones. Todo lo más se puede
decir que la situación competitiva de cada
una de las asociaciones, y por consiguiente
también de los demandantes, se ve por ello
reforzada en sus relaciones con el resto de

los productores de la Comunidad y que así
se ve falseado el juego normal de la compe­
tencia entre cada asociación y sus competi­
dores en el mercado común.

c) Pero la posibilidad de tener en cuenta
este tonelaje tiene repercusiones principal­
mente en las relaciones mutuas de las tres

asociaciones. Teniendo en cuenta que no se
debe tomar en consideración el volumen de

compras exigido no se deben comparar las
cláusulas «12.500 toneladas de Geitling» y
«25.000 toneladas del Ruhr». El carácter

particular de esta posibilidad sólo aparece
por el contrario si se comparan las cláusu­
las «25.000 toneladas de Geitling» y
«12.500 toneladas de Geitling;
12.500 toneladas procedentes de otras
asociaciones de venta del carbón del

Ruhr»: sólo si se aplica la segunda cláusula
en lugar de la primera se debe señalar una
restricción de la competencia entre las tres
asociaciones. Esta es la razón por la que las
demandantes dan de lado al fondo del

problema cuando pretenden que, con o sin
la cláusula, poco importa a cual de las
asociaciones se compra el excedente de
12.500 toneladas. La diferencia reside por
el contrario en el hecho de que sin la cláu­
sula sólo se exige determinado volumen de
compras a «Geitling» y que, por consi­
guiente, no es en absoluto indiferente saber
en qué asociación se efectúan; la alternati-
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va sólo se ofrece mediante la cláusula

controvertida.

En este estudio, se puede admitir al princi­
pio que la admisión como mayorista es un
medio de competencia. Las mismas deman­
dantes indicaron que, como comerciantes,
les correspondía poder decir a un comer­
ciante: «Si usted se esfuerza por nuestro
carbón, le concederemos una posición parti­
cular». Se exige dicho esfuerzo del comer­
ciante aplicando la cláusula «25.000 tone­
ladas de Geitling». Esta exigencia se ate­
núa con la alternativa y la posibilidad de
tener en cuenta «12.500 toneladas de Geit­

ling; 12.500 toneladas procedentes de otras
asociaciones de venta del carbón del

Ruhr»; como hemos visto, esto puede ser
un alivio para el comerciante. Pero ¿qué
significación tiene esto en las relaciones
mutuas de las tres asociaciones?

La única significación posible es que «Geit­
ling» sólo exige la mitad de este esfuerzo
para sus propios productos y que pone en el
activo del comerciante el trabajo que se
toma con asociaciones de venta del carbón

del Ruhr. «Geitling» renuncia así parcial­
mente al medio de competencia que recla­
ma para sí mismo y limita la competencia
para la venta de sus propios productos en
favor de las otras dos asociaciones.

Las demandantes exigen de sus mayoristas
que coloquen 25.000 toneladas de carbón
del Ruhr; pretenden que utilizan todos los
medios posibles para que estas 25.000 tone­
ladas procedan de «Geitling». Pero debido
a esta facultad, renuncian parcialmente a
uno de estos medios. Esto basta para falsear
la competencia entre las tres asociaciones,
sin que importe saber si todavía sigue
siendo posible la competencia.

Las mismas demandantes expusieron du­
rante la vista que en primer lugar la cláusu­
la debe permitir al carbón del Ruhr impo­
nerse; después de lo cual, también se inten­
sificará la competencia entre las tres aso­
ciaciones. Pero esto es decir claramente

que, por motivos de interés común, las tres
asociaciones limitan la competencia a la
comercialización de sus productos y, por
consiguiente, limitan su competencia mu­
tua, y que por tanto quieren presentarse
como un conjunto único.

8. La posibilidad introducida por la cláu­
sula tiene pues como efecto, sin que el
volumen de las compras exigidas tenga
alguna importancia, que «Geitling» sacrifi­
ca parcialmente el interéspropio que tiene
en comercializar sus productos en favor del
interés colectivo que se concede a la co­
mercialización del carbón del Ruhr en

general. Esto es renunciar en parte a una
política independiente en materia de ven­
tas, lo que constituye una restricción de la
competencia en relación con las otras dos
asociaciones de venta del carbón del Ruhr.

Examinaré a continuación si, a la luz de la
letra b) del apartado 2 del artículo 65, este
efecto particular es esencial para la venta
en común y para el régimen comercial y si
no tiene carácter más restrictivo de lo que
exige su objeto.

VI. POSIBILIDAD DE AUTORIZACIÓN SEGÚN
EL APARTADO 2 DEL ARTÍCULO 65

1. En los motivos de su Decisión, la Alta
Autoridad dio una respuesta negativa a esta
cuestión al declarar, abstracción hecha de

la discriminación, que el criterio controver­
tido tiene carácter más restrictivo de lo que
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exige el objeto de la delimitación, a saber,
el establecimiento de una norma para
determinado volumen de actividad del

negocio; por tanto, el criterio no respondía
a las condiciones del apartado 2 del artícu­
lo 65 y por consiguiente no podría autori­
zarse (DO 1956, 6, p. 34, parte superior de
la columna derecha).

En su escrito de interposición del recurso,
las demandantes alegaron que la Alta
Autoridad no procedió al examen previsto
en el apartado 2, visiblemente porque
estimó que a priori no podía dar su autori­
zación debido a la existencia de discrimi­

nación. Esta alegación se contradice con el
texto de los motivos, que declaran expresa­
mente una infracción del apartado 2.

Las demandantes exponen después con
todo detalle que la cláusula era necesaria
para el objeto bien entendido del régimen
comercial. Alegan que la venta de
12.500 toneladas de su carbón es una cifra

demasiado baja en sí y que sólo bastaría
para atribuir la calificación de comerciante
al por mayor a condición de añadir a la
misma 12.500 toneladas de carbón del

Ruhr. Las demandantes, propiamente
hablando, debían haber exigido la venta de
25.000 toneladas de su carbón; sin embar­

go, para no establecer limitaciones más
importantes de lo que era necesario, se
contentaron con exigir que únicamente la
mitad de dicho volumen procediera de su
propia producción. Estiman que la imputa­
ción a este volumen de los pedidos hechos
a las otras dos asociaciones de venta se

justifica porque se trata de carbón de la
misma calidad, procedente de la misma
cuenca, cuya venta se hace en las mismas
condiciones, especialmente en lo que se
refiere al. flete, al seguro y al almacena­

miento. Este régimen facilitaría al mismo
tiempo el abastecimiento en caso de esca­
sez pasajera en una de las asociaciones de
venta; asimismo, facilitaría a los comer­
ciantes su admisión como primeros comer­
ciantes simultáneamente en varias asocia­

ciones de venta del carbón del Ruhr.

2. Para apreciar esta tesis hay que partir
de la restricción especial de la competencia
que se ha comprobado y que, debido a la
cláusula controvertida, se añade a las res­
tricciones autorizadas en lo esencial. Se

trata de saber si esta restricción especial es
necesaria para escoger acertadamente los
comerciantes al por mayor admitidos por
«Geitling». Señalaré al respecto que esta
delimitación de los comerciantes mayoris­
tas no forma parte del acuerdo relativo a la
venta en común celebrado por las 19 em­
presas agrupadas en «Geitling», acuerdo
que en sí mismo sólo puede ser autorizado
en la medida en que contribuya a una
mejora considerable en la distribución de
los productos de «Geitling» y sea necesario
para tal fin.

3. Desde esta perspectiva, resulta mani­
fiesto que todas las alegaciones de las
demandantes para tener en cuenta las
compras efectuadas en las otras dos asocia­
ciones de venta no pueden contribuir a una
mejora considerable en la distribución de
su propio carbón, sino todo lo más a favo­
recer la distribución del carbón del Ruhr,

considerado en su conjunto.

Pero la autorización concedida a las de­

mandantes sólo tiene por objeto la venta en
común de sus propios productos. El objeti­
vo que persigue el conjunto de la reorgani­
zación de la venta del carbón del Ruhr es

precisamente la creación de tres asociacio-
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nes de venta independientes, que tengan su
propia política de producción y de venta
(DO 1956, 6, p. 32, parte superior de la
columna izquierda). La Alta Autoridad no
ignoró en este nuevo régimen los datos
naturales que las demandantes invocan
para la asimilación del carbón del Ruhr.
Muy por el contrario, se autorizaron deter­
minadas organizaciones y medidas comu­
nes a las tres asociaciones de venta consti­

tuidas. En el caso de la Ruhrkohlen-Ex­

portgesellschaft, de la Ruhrkohlen-
Beratungsgesellschaft y de la Ruhrkohle-
Treuhand-Gesellschaft, la Alta Autoridad

consideró que no era necesaria una autori­
zación para estas organizaciones, que no
asumen ningún cometido que pueda res­
tringir la competencia en el mercado co­
mún (DO 1956, 6, p. 31, parte superior de
la columna derecha).

En la Decisión n° 8/56, la Alta Autoridad
autorizó una oficina común, una comisión
de normas y algunos mecanismos financie­
ros de las tres asociaciones de venta por la
razón de que el objetivo de las mismas sólo
puede conseguirse si todas las sociedades
mineras interesadas y las tres asociaciones
de venta de carbón del Ruhr cooperan
dentro de determinados límites, ya que
dichas medidas y mecanismos comunes
deben limitarse sin embargo a lo que sea
necesario para alcanzar dicho objetivo (DO
1956, 6, p. 71, columna izquierda, en el
medio).

Las mismas demandantes dicen que la
cláusula introduce un «elemento de compe­
tencia» para el carbón del Ruhr. La Alta
Autoridad responde con razón que la pro­
paganda del carbón del Ruhr es competen­
cia de la Ruhrkolen-Beratungsgesellschaft
(DO 1956, 6, p. 31, columna derecha).

Cuando las demandantes dicen que la
cláusula facilita el abastecimiento en caso

de escasez temporal en una asociación de
venta, hay que señalar que ello se tuvo en
cuenta en las atribuciones de la Oficina

común (DO 1956, 6, p. 71). Por último, la
Decisión n° 8/56 enumera las normas cuya
uniformidad se reconoció que era necesaria
para las tres asociaciones de venta (DO
1956, 6, p. 71, parte inferior de la columna
derecha, y p. 72, parte superior de la co­
lumna izquierda); entre dichas normas, no
se encuentra ningún criterio para la admi­
sión de los comerciantes al por mayor en
las diferentes asociaciones de venta.

4. Después de las consideraciones que
preceden, se puede dar en resumen una
respuesta a la cuestión planteada, siempre
que se trate de la imputación de los pedidos
efectuados en las otras dos asociaciones de

venta.

La cláusula controvertida restringe la com­
petencia entre las asociaciones. Las alega­
ciones de las demandantes en favor de la

asimilación del carbón de las tres asocia­

ciones no consiguen demostrar que esta
limitación sea necesaria para mejorar la
distribución de sus propios productos y
para proceder a una elecciónjuiciosa de sus
propios comerciantes al por mayor. Las
demandantes no negaron que las compras
en otras asociaciones de venta de la misma

cuenca, pero independientes de «Geitling»,
no sean un elemento esencial para la califi­
cación de sus propios comerciantes al por
mayor.

Desde el punto de vista del control jurisdic­
cional, destacaré además que cuando la
Alta Autoridad señala que determinados
acuerdos son esenciales para alcanzar un

116



GEITLING RUHRKOHLEN -VERKAUFSGESELLSCHAFT Y OTROS / ALTA AUTORIDAD

objetivo y que no tienen carácter más res­
trictivo de lo que exige dicho objetivo,
procede a una apreciación económica de
conjunto en el sentido de la segunda frase
del párrafo primero del artículo 33 del
Tratado. Por consiguiente, las demandantes
debían haber demostrado que esta aprecia­
ción se hizo con desconocimiento «paten­
te» de las disposiciones del Tratado. En mi
opinión, la alegación de las demandantes
sobre este extremo es insuficiente.

5. Hay que volver una vez más a la tesis
de las demandantes en lo que se refiere al
volumen de las compras necesarias.

Las demandantes afirman que la compra de
12.500 toneladas de su carbón es insufi­

ciente para tener la calificación de primer
comerciante y que en realidad debían haber
exigido 25.000 toneladas. Si se admite que
el régimen comercial se redactó en este
sentido y que, además de los dos primeros
criterios, sólo exigió la compra de
25.000 toneladas a las demandantes, no se

produce la restricción de competencia
comprobada entre las tres asociaciones. La
Alta Autoridad consideró que la cláusula
controvertida implicaba una restricción
excesiva debido a este efecto especial y no
debido al volumen exigido.

En estas circunstancias, hay que preguntar­
se si la Alta Autoridad tenía derecho a

excluir pura y simplemente la cláusula
controvertida o si debía haber sacado otras

consecuencias de los motivos que invocó.

6. Para admitir que un comerciante hicie­
ra compras directas, el régimen comercial
establecía como tercera condición la com­

pra mínima de 25.000 toneladas «a las
asociaciones de venta del carbón del Ruhr»

y como cuarta condición «la mitad de las
cuales por lo menos a "Geitling"». Por
consiguiente, las dos condiciones también
se reunían cuando un comerciante sólo

compraba 25.000 toneladas a «Geitling».
¿No podía la Alta Autoridad tener en cuen­
ta también esta posibilidad y modificar la
exigencia de «25.000 toneladas de carbón
del Ruhr» por «25.000 toneladas de Geit­
ling», lo que habría privado de todo objeto
a la cuarta condición? Y, para poder llegar
a la Decisión que se adoptó de hecho, ¿no
debía la Alta Autoridad establecer en sus

motivos que era excesiva la exigencia
de una compra de 25.000 toneladas a
«Geitling»?

Para responder a estas cuestiones, hay que
partir del hecho de que la Alta Autoridad
únicamente está obligada a aprobar un
acuerdo que se le somete para autorización
o a denegar esta autorización. Según el
párrafo tercero del apartado 2 del artículo
65 del Tratado, las autorizaciones podrán
otorgarse en condiciones determinadas y
por un período limitado. El párrafo cuarto
siguiente sólo prevé modificación posterior
de los términos de la autorización concedi­

da si ha habido un cambio en las circuns­

tancias. Según estas disposiciones, la Alta
Autoridad tiene pues derecho a imponer
condiciones, pero no tiene derecho, o por lo
menos no está obligada, a modificar los
términos de un convenio que se le somete
de tal manera que pueda ser autorizado.

En el caso de autos, debido a su naturaleza
y su contenido, la cláusula «25.000 tone­
ladas de las asociaciones de venta del

carbón del Ruhr" debe considerarse dife­

rente de la cláusula «25.000 toneladas de

Geitling». Esto se deduce del hecho mismo
de que sólo por el efecto de la primera de
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estas cláusulas se produce la restricción de
competencia comprobada. Por consiguien­
te, la Alta Autoridad sólo podía atenerse al
volumen de compras exigidas en «Geit­
ling», ya se enuncie expresamente la cifra
o pueda determinarse fácilmente y con
certeza. Si la Alta Autoridad no impugnaba
esta cifra por representar una exigencia
excesiva, tampoco tenía razón alguna para
tener en cuenta el volumen exigido.

7. Por consiguiente, la alegación de las
demandantes según la cual la compra de
25.000 toneladas es necesaria para la
calificación de sus mayoristas no puede
implicar la anulación del artículo 8 de
la Decisión, tal como piden en sus
pretensiones.

Tampoco puede tenerse en cuenta en el
caso de autos. El Tribunal de Justicia es

competente únicamente para examinar si es
legal una Decisión adoptada oficialmente
por la Alta Autoridad como órgano cole­
giado, en virtud del apartado 2 del artículo
65 y en la forma prescrita, y ello de confor­
midad con las disposiciones del Tratado:
pienso en la segunda frase del párrafo
primero del artículo 33. El Tribunal no
puede resolver por sí mismo directamente
sobre una petición de autorización que se le
dirija a dicho órgano colegiado y que, por
otra parte, no le presentaron las demandan­
tes, porque su alegación se dirige única­
mente a justificar el régimen comercial
presentado. El Agente de la demandada,
durante el procedimiento, ya no puede
hacer declaraciones que vinculen a la Alta
Autoridad sobre el sentido en el que se
pronunciaría sobre una petición que le
fuera presentada.

Por consiguiente, llamo la atención de las
demandantes sobre la posibilidad que
tienen de modificar su régimen comercial
y presentarlo a la Alta Autoridad, caso que,
además, está previsto en la Decisión
n° 5/56 [letra a) del número 10 del artículo
3, artículos 11 y 12].

8. Mi examen me lleva a la conclusión de

que es imposible ver una infracción del
artículo 65 del Tratado en la desestimación

de la cláusula controvertida. Teniendo en

cuenta que la parte impugnada de la Deci­
sión se basa en este artículo, especialmente
en su letra b) del apartado 2, y que está
provista por consiguiente de base jurídica
suficiente, debe desestimarse el recurso en
esta fase del examen.

Con el único fin de ser completo y para
precisar mis consideraciones generales
sobre las relaciones entre la prohibición de
discriminaciones y la prohibición de prácti­
cas colusorias, añadiré algunas breves
explicaciones sobre la cuestión de la discri­
minación que las partes han puesto en
primer término.

VII. DISCRIMINACIÓN

1. En los motivos de su Decisión, la Alta
Autoridad señala que el criterio controver­
tido, además de tener por efecto limitar la
competencia en una medida innecesaria,
establece también una discriminación,

especialmente con respecto a los producto­
res de las demás cuencas de la Comunidad.

Las demandantes consideranjurídicamente
imposible que los productores hagan una
discriminación con respecto a otros produc­
tores. Consideran que ésta es una práctica
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de competencia legítima para el carbón del
Ruhr y afirman que por el contrario sería
discriminatorio establecer una diferencia

artificial entre los carbones ofrecidos por
las tres asociaciones.

LaAltaAutoridad ve la diferencia con una

práctica lícita en el hecho de que las de­
mandantes quieren establecer una diferen­
cia de trato, objetivamente injustificada, no
entre los demás productores y ellas mis­
mas, sino entre varios de éstos.

2. A la alegación de que no se puede
concebir una discriminación entre unidades

situadas en un único y mismo plano econó­
mico, hay que responder que cualquier
discriminación puede tener consecuencias
diversas, quizás unas conscientemente
buscadas en primer lugar, inevitables las
otras. El mismo Tratado proporciona en el
párrafo segundo del apartado 1 del artículo
60 un ejemplo de discriminación proceden­
te de los productores y dirigido a los com­
petidores: se trata de las bajas de precios
locales, lo que se llama los precios «diferen­
ciados», que tienen por objeto eliminar los
competidores situados en determinada
región. Se podría decir a este respecto que
los compradores de las demás regiones son
tratados de manera discriminatoria porque
se les deniegan estos precios diferenciados
más bajos, pero ésta es sólo una consecuen­
cia accesoria: el objetivo es incitar a los
compradores situados en la zona en cues­
tión a preferir al productor que hace la
discriminación a los demás productores
que son sus competidores. La diferencia­
ción en el mismo plano económico sólo
puede conseguirse indirectamente; pero
este carácter indirecto no permite decir si
esta diferencia de trato provocada indirec­
tamente está justificada objetivamente.

Si se consideran ahora las alegaciones de
las partes, parece que se han tenido amplia­
mente en cuenta en el examen previsto en
los apartados 1 y 2 del artículo 65. Tam­
bién aquí las demandantes invocan la
asimilación del carbón de las tres asocia­

ciones y, por consiguiente, el concepto de
«carbón del Ruhr», mientras que la Alta
Autoridad pone el acento en el hecho de
que las otras dos asociaciones son autóno­
mas e independientes de las demandantes.

El objetivo de «Geitling» debe permitir
decir si la asimilación del carbón del Ruhr

está justificada objetivamente. «Geitling»
no tiene por objetivo vender en común el
carbón del Ruhr, sino simplemente vender
en común los productos de las 19 empresas
que agrupa. El régimen comercial debe
determinar la calificación de los mayoristas
de «Geitling», no debe exigir de los comer­
ciantes que sean especialistas del Ruhr, lo
que es el objetivo confesado de la cláusula,
incluso según las demandantes. Su alega­
ción de que es artificial e injustificado
hacer una distinción entre los productos de
las tres asociaciones cuestiona en realidad

el principio de la creación de tres asocia­
ciones independientes que tienen su propia
política de ventas y que sólo pueden coope­
rar en un ámbito limitado. Por consiguien­
te, la discriminación consiste en que las
demandantes abonan en cuenta a sus mayo­
ristas los tonelajes comprados a asociacio­
nes determinadas, mientras que estas últi­
mas deben tener, con respecto a las deman­
dantes, tanta independencia en materia de
política de compras y de ventas como el
resto de los productores de la Comunidad,
cuyas ventas las demandantes no abonan en
cuenta a los mayoristas.

119



CONCLUSIONES DEL SR. ROEMER -ASUNTO 2/56

Se llega así al resultado de que el criterio
controvertido establece también una discri­

minación entre el resto de los productores
de la Comunidad y los productores del
Ruhr.

3. La Alta Autoridad explicó durante el
procedimiento que también hay una discri­
minación entre comerciantes, a saber, entre
los que cumplen las demás condiciones y
que por consiguiente, en opinión de la Alta
Autoridad, están suficientemente califica­
dos como mayoristas de «Geitling», y, por
otra parte, los que responden además a la
condición controvertida. Esta diferencia­

ción no está justificada objetivamente,
porque la compra suplementaria en asocia­
ciones determinadas no tiene nada que ver
con la calificación exigida para ser admiti­
do como mayorista por la asociación de­
mandante. Esta diferenciación conduce

incluso en la práctica a una discriminación
nacional, dado que el criterio prohibido no
tiene casi ninguna importancia para los
comerciantes situados en Alemania, pero es
determinante para los demás comerciantes.

Las demandantes dudan en primer lugar
que el Tratado conceda a los comerciantes
considerados aisladamente una protección
independiente contra las discriminaciones.
Estiman que la diferenciación establecida
por la cláusula estájustificada objetivamen­
te, puesto que debían haber exigido un
volumen de actividad suficiente en cuanto

al carbón de igual origen y reservar la
calidad de mayorista a los «especialistas
del carbón del Ruhr».

4. También sobre este extremo puedo
señalar que las alegaciones invocadas ya
han sido esencialmente objeto de examen
desde el punto de vista del artículo 65. No

afectan al fondo del asunto, porque no se
puede tener en cuenta el volumen de com­
pras exigido y la cláusula no tiene como
efecto obligar a los comerciantes a abaste­
cerse en otras asociaciones de venta del

carbón del Ruhr. Por el contrario he seña­

lado que el elemento decisivo es la posibili­
dad introducida por la cláusula controverti­
da. Por consiguiente, hay que comparar los
dos grupos siguientes de comerciantes:

el primer grupo, que compra exclusiva­
mente a «Geitling» las 25.000 toneladas
exigidas;

y el segundo grupo, que hace uso de la
alternativa que le deja la cláusula y que se
abastece en parte también en las otras dos
asociaciones.

Para apreciar esta situación hay que partir
del hecho de que la admisión como primer
comerciante y la concesión de la rebaja
vinculada a esta admisión constituyen la
remuneración al comerciante por sus
esfuerzos; las mismas demandantes lo
indicaron.

Se deduce de ello que se concede la misma
rebaja a dos comerciantes, aunque el pri­
mero comercialice 25.000 toneladas de

«Geitling», y el segundo sólo 12.500. Para
la misma rebaja, del comerciante que co­
mercializa además carbón de las otras dos

asociaciones, se exige una prestación en
favor de las demandantes menor que la que
se exige a un comerciante que se dedica
exclusivamente a comercializar los produc­
tos de las demandantes. Dos comerciantes

que lleguen al mismo resultado para «Geit­
ling», es decir que quieran colocar
12.500 toneladas de sus productos, reciben
trato diferente según que compren además

120



GEITLING RUHRKOHLEN -VERKAUFSGESELLSCHAFT Y OTROS / ALTA AUTORIDAD

a «Prasident» y «Mausegatt» o por el con­
trario a otros productores de la Comunidad.
Resulta así manifiesto que la cláusula
controvertida permite la diferencia de trato
de los comerciantes.

Al responder a las objeciones de principio
de las demandantes, que se preguntan si el
comerciante debe gozar de una protección
independiente contra las discriminaciones,
la Alta Autoridad se remite con razón al

texto de la letra b) del artículo 4 que men­
ciona expresamente a los compradores
además de las condiciones de precios y de
entrega.

Las partes están de acuerdo en reconocer
que hay que entender por «compradores» a
los comerciantes; hay que darles la razón.
La alegación que las demandantes preten­
den sacar del artículo 3 no es convincente.

El acceso de los usuarios a las fuentes de

producción sólo es posible en gran medida
por mediación del negocio y está influido
por él. También los productores han de­
mostrado siempre un gran interés en la
organización de los mercados; basta con
recordar el ejemplo de las asociaciones de
venta pertenecientes a las minas. Las mis­
mas demandantes admiten que los comer­
ciantes tienen derecho a protección cuando
la posición del productor en el mercado se
vea afectada: he comprobado que tal es el
caso porque la cláusula conduce a una
discriminación de los productores y a una
restricción de la competencia entre los
productores del Ruhr.

Por consiguiente, también hay discrimina­
ción entre comerciantes.

5. Después de las consideraciones genera­
les anteriormente expuestas sobre la rela-

ción entre la prohibición de discriminacio­
nes y la prohibición de prácticas colusorias,
tengo que añadir que el caso de autos con­
firma que entre ambas disposiciones puede
haber concursus idealis. La necesidad o

simplemente la oportunidad de examinar
en primer lugar el alcance de la limitación
lícita proporcionada a la competencia se
manifestó en el hecho de que, en la hipóte­
sis de diferenciaciones que restringen la
competencia, la cuestión de sujustificación
objetiva está estrechamente vinculada a la
cuestión de saber si la restricción de la

competencia es esencial y necesaria para el
objetivo lícito de la práctica colusoria.

VIII. CONCLUSIÓN FINAL

Resumiré el resultado de mi exposición de
la manera siguiente:

1. El artículo 8 impugnado de la Decisión
n° 5/56 de la Alta Autoridad, de 15 de
febrero de 1956, está suficientemente moti­

vado, tanto en lo que se refiere al efecto de
limitación de la competencia de la cláusula
como a su carácter más restrictivo de lo que
exige su objeto.

2. La cláusula controvertida conduce a

una restricción particular de la competen­
cia, efecto que supera el de los demás
criterios.

3. Esta limitación particular no es necesa­
ria para delimitar cuáles son los mayoristas
que deben ser admitidos a abastecerse
directamente en la asociación de venta

«Geitling» demandante.

Poco importa en el caso de autos que el
resto de las condiciones autorizadas garan-
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tice un volumen de actividad suficiente a

tal efecto.

4. La cláusula controvertida establece

además discriminaciones entre productores,

así como discriminaciones entre co­

merciantes.

En consecuencia, los motivos formulados
carecen de fundamento.

Por consiguiente, propongo la desestimación del recurso con las consecuen­
cias previstas en materia de costas por el apartado 1 del artículo 60 del
Reglamento del Tribunal de Justicia.
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